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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION A
Consejero Ponente: HERNAN ANDRADE RINCON
Bogotá D. C., dieciséis (16)  de septiembre de dos mil trece (2013). 

	Radicación número:
	25000-23-26-000-2000-01742-01 (27.890)

	Proceso:                    
	Acción de reparación directa

	Actor:                         
	Luz Amanda Alcántar  y otros 

	Demandados:        
	Nación - Rama Judicial y Fiscalía General de la Nación


Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía General de la Nación y los doctores Milton Hernán Rodríguez Agudelo y Elías Cárdenas Rolón, en calidad de llamados en garantía, contra la sentencia proferida el once (11) de marzo de 2004 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, así:

“Primero: declárense no probadas las excepciones de ‘innominada’, ‘inexistencia del error judicial y del perjuicio’ y ‘caducidad de la acción’ propuestas por el apoderado de la Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, Fiscalía General de la Nación y Elías Cárdenas Rolón (llamado en garantía), de acuerdo con la parte considerativa del presente fallo.

Segundo: declárense solidariamente responsables a la Fiscalía General de la Nación y los fiscales Milton Hernán Rodríguez Agudelo y Elías Cárdenas Rolón por la privación injusta de la libertad al (sic) señor Edgar Escobar Guacaneme, de acuerdo con la parte considerativa del presente fallo.

Tercero: condénanse (sic) solidariamente a la Fiscalía General de la Nación [y] a los fiscales Milton Hernán Rodríguez Agudelo y Elías Cárdenas Rolón a pagar por concepto de perjuicios morales causados, los salarios mínimos legales mensuales vigentes, de acuerdo con la parte considerativa del presente fallo:

- Para el señor Edgar Escobar Guacaneme, 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

- Para la señora Mariela Rozo Páez (sic), 40 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

- Para la menor Kristell Daliana Escobar Alcántar, 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

- Para la menor Dennis Sthepanie (sic) Escobar Alcántar, 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Cuarto: deniéganse (sic) las demás pretensiones de la demanda.

Quinto: sin condena en costas”
.
I. ANTECEDENTES

1. La demanda

1.1 Pretensiones 

El 28 de julio de 2000, en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, por intermedio de apoderada judicial, los señores Luz Amanda Alcántar Reyes y Edgar Escobar Guacaneme, actuando en nombre propio y en representación de sus menores hijas Kristell Daliana y Dennis Stephanie Escobar Alcántar, presentaron demanda contra la Nación – Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y la Fiscalía General de la Nación
, con el fin de que se declarara su responsabilidad administrativa y patrimonial por la privación injusta de la libertad del señor Edgar Escobar Guacaneme y, en consecuencia, se reconociera y pagara a su favor una indemnización a título de perjuicios morales equivalente a 2.500 gramos oro para los señores Escobar y Alcántar y la menor Kristell Daliana, así como 1.500 gramos oro para la menor Dennis Stephanie; y materiales en la modalidad de lucro cesante a favor del señor Escobar, en cuantía de $1.300.000 por cada mes que permaneció privado de la libertad.  
1.2 Fundamentos de hecho

1.2.1 Los señores Luz Amanda Alcántar Reyes y Edgar Escobar Guacaneme son compañeros permanentes y padres de las menores Kristell Daliana y Dennis Stephanie Escobar Alcántar.

1.2.2 El 28 de enero de 1998, el señor Escobar se encontraba en un establecimiento de comercio departiendo con unos amigos, cuando a las 5 P.M., el dueño del lugar le informó que sus amigos Mauricio Franco y Emiliano Cagua estaban detenidos en una estación de policía, razón por la cual en compañía de otras personas decidió acercarse a dicha estación “a preguntar por la suerte de sus amigos, pero al llegar (…) fue detenido sin motivo alguno”. 

1.2.3 La detención del señor Escobar obedeció a la ampliación de la denuncia presentada por la señora Myriam Inés Vega de González, por los delitos de hurto agravado y calificado, quien aseguró que el señor Escobar y las demás personas que se encontraban detenidas ingresaron a su vivienda con el objeto de sustraer sus pertenencias.

1.2.4 El señor Escobar Guacaneme fue puesto a disposición de la Fiscalía 76 Delegada de Bogotá, autoridad que el día 30 del mismo mes ordenó su libertad inmediata, al considerar que su captura no satisfizo las exigencias previstas en el artículo 370 del Código de Código de Procedimiento Penal vigente para ese momento. 

1.2.5 No obstante tal orden, después de algunas horas, el mismo despacho judicial impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva al señor Edgar Escobar, sin beneficio de libertad provisional, por los mismos hechos.

1.2.6 El proceso fue trasladado a la Fiscalía 267 Seccional de Bogotá, despacho que impuso al señor Escobar detención domiciliaria y el 31 de julio de 1998 precluyó la investigación adelantada en su contra. 

2. Trámite de primera instancia
2.1 El 2 de octubre de 2000, el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda y ordenó su notificación a la Fiscalía General de la Nación y a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
, diligencias que se surtieron los días 26 y 30 del mismo mes, respectivamente
. 
2.1.1 El 19 de diciembre de 2000, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial contestó la demanda y se opuso a todas y cada una de las pretensiones
. 
Para el efecto, indicó que la medida de aseguramiento dictada contra el demandante se fundamentó en las pruebas legal y oportunamente aportadas al proceso, además, que era deber de las autoridades judiciales garantizar la comparecencia del señor Escobar, en calidad de presunto infractor de la ley penal, mediante la adopción de las medidas que considerara necesarias.

En este sentido, concluyó que “no hubo falla en el servicio, ni injusta privación de la libertad ni error judicial en la actuación de la Fiscalía al adelantar la investigación, decretar la investigación preventiva y calificar el mérito del sumario, etapas procesales que debía agotar por lo cual no se da ninguno de los presupuestos básicos de la responsabilidad objetiva de que trata el artículo 414 del Código de Procedimiento Civil para reclamar la indemnización”. 
2.1.2 En escrito presentado el 15 de enero de 2001, la Fiscalía General de la Nación adujo que no le constan los hechos de la demanda y que se atiene a lo que resulte probado en el proceso
.

Al respecto, afirmó que en el curso de la actuación penal adelantada contra el señor Escobar Guacaneme cumplió sus obligaciones constitucionales y legales, y que era su deber investigar la responsabilidad del mencionado demandante en la comisión de los hechos punibles denunciados, así como garantizar su comparecencia al proceso. 

Sostuvo que para resolver el presente caso, debía tenerse en cuenta que la responsabilidad estatal en casos de privación injusta de la libertad no exige “simple y llanamente la existencia de un fallo absolutorio o su proveído equivalente, sino que cualquiera que hubiese sido la decisión adoptada se hubiese podido soportar desde el inicio, sobre alguna de las tres situaciones mencionadas (certeza de que el hecho no existió, no constituye delito o el incriminado no lo cometió)”.  
Finalmente, propuso las excepciones de “inexistencia del error judicial y del perjuicio”, por estimar que al momento de proferir medida de aseguramiento contra el señor Escobar Guacaneme, dadas las pruebas aportadas al proceso, el instructor “no tenía otro camino que proferir las resoluciones o actos que en últimas ahora se pretender controvertir”; e “innominada o genérica”.
2.2 En la misma oportunidad, la Fiscalía General de la Nación llamó en garantía a los funcionarios Elías Cárdenas Rolón, Fiscal 76 Delegado ante los Jueces Penales Municipales de Bogotá, y Milton Hernán Rodríguez Agudelo, Fiscal Encargado del mismo despacho, por ser quienes dictaron medida de aseguramiento consistente en detención preventiva contra el señor Edgar Escobar Guacaneme
. 

2.3 El 16 de febrero de 2001, la parte actora procedió a contestar las excepciones formuladas por las entidades públicas demandadas
, argumentando para ello que el señor Escobar fue víctima de una captura ilegal y que si bien la Fiscalía 76 Delegada contaba con suficientes elementos de juicio para ordenar su libertad inmediata, decidió prolongar su detención, en razón de un altercado con el apoderado judicial del investigado.

2.4 El 19 de abril de 2001, el tribunal de primer grado resolvió citar a los llamados en garantía
 y, en consecuencia, los días 11 y 15 de junio de esa anualidad, los doctores Milton Hernán Rodríguez Agudelo y Elías Cárdenas Rolón se notificaron de la demanda
.

2.4.1 Mediante escrito allegado el 26 de junio de 2001, el doctor Milton Hernán Rodríguez Agudelo manifestó que, cuando fungió como encargado de la Fiscalía 76 Delegada, dispuso que el señor Escobar fuera escuchado en diligencia de indagatoria y, comoquiera “que dentro de la encuesta obraban serios indicios de responsabilidad contra los sindicados”, resolvió imponerle medida de aseguramiento consistente en detención preventiva. 
Precisó que la controversia que surgió entre él y el defensor del señor Escobar se circunscribió al ámbito de lo jurídico y que resolvió todas y cada una de las peticiones y memoriales presentados por aquel. 

En este orden de ideas, el doctor Rodríguez Agudelo afirmó:

“[D]ebe este servidor aclarar que si bien es cierto que la Fiscalía 267 Seccional precluyó la instrucción a favor de los sindicados, esta no es razón para predicar que anteriormente se hubiesen mantenido detenidas ilegalmente a estas personas, pues al resolver su situación jurídica el material probatorio hacía imperativo cobijarlos con medida de aseguramiento; tal fue la legalidad de esta determinación que en el interregno de la investigación fueron puestos en dos oportunidades derechos de habeas corpus, los cuales fueron declarados improcedentes, apelado el último de ellos fue confirmado en la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, de igual forma la Unidad Delegada ante el Tribunal de Bogotá desató la alzada contra la resolución que resolvió (sic) la situación jurídica de los sindicados, confirmándola; también se interpuso una acción de tutela ante la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, la cual fue negada por improcedente siendo confirmada en segunda instancia por la Corte Suprema de Justicia”.

2.4.2 El 26 de junio de 2001, el doctor Elías Cárdenas Rolón, titular de la Fiscalía 76 Delegada de Bogotá
, aseguró que la medida de aseguramiento dictada contra el señor Escobar fue confirmada por la Unidad de Fiscalía Delegada ante los Tribunales Superiores de Santa Fe de Bogotá y Cundinamarca – Fiscalía 09.

Además, destacó que aunque la medida de aseguramiento de detención preventiva fue cambiada a detención domiciliaria, lo cierto es que las dos son medidas de aseguramiento, de manera que “[l]o importante aquí es señalar que aún la Fiscalía Seccional 267 siguió convencida de que la medida de aseguramiento era necesaria”.   

Precisó que el demandante se equivocó al considerar que las exigencias legales y probatorias para dictar medida de aseguramiento y calificar el mérito del sumario eran las mismas, pues para calificar el mérito del sumario se requiere mayor certeza de la responsabilidad, situación que, en su criterio, permite explicar que aunque en el caso de autos se profirió medida de aseguramiento, posteriormente se precluyó la investigación. 

Arguyó que en el curso de la actuación seguida contra el señor Escobar no obró con dolo o culpa grave, como lo prevén las disposiciones que regulan la materia para que proceda la condena al llamado en garantía, pues “actuó dentro de los precisos lineamientos establecidos en la Carta Política, artículos 249 y 250, así como los postulados establecidos en el Código de Procedimiento Penal, artículos 388 y 389”. 
Para terminar, propuso la excepción de caducidad, con fundamento en que, según dijo, la demanda se presentó por fuera del término preclusivo de dos años. 

3. Sentencia de primera instancia
3.1 Mediante sentencia proferida el 11 de marzo de 2004, la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, en los términos ya indicados
.
Para sustentar su decisión, en primer lugar, destacó que, comoquiera que la demanda fue presentada el 28 de julio de 2000 y la notificación de la preclusión de la investigación se surtió el 4 de agosto de 1998, la acción fue presentada dentro del término legal previsto.

En segundo lugar, señaló que las demás excepciones propuestas tampoco estaban llamadas a prosperar, toda vez no enervaban las pretensiones con hechos que las modificaran o extinguieran y, por tanto, que requerían un pronunciamiento de fondo.

En tercer lugar, manifestó que el indicio por el cual el señor Escobar fue privado de la libertad carecía de fundamento, pues el  31 de julio de 1998, con base en las pruebas que obraban en el expediente, la Fiscalía 267 Seccional de Bogotá precluyó la investigación adelantada en su contra, al considerar que la medida de aseguramiento impuesta no cumplió con las exigencias previstas en el artículo 388 del Código de Procedimiento Penal vigente para la época de los hechos, habida cuenta de que “el hecho que la señora Vega de González haya señalado en su denuncia que los autores tenían unas características físicas, no [se] podía (…) inculpar a los sindicados, incluido el actor, con fundamento en dichas aseveraciones, sin haberse cerciorado sobre la veracidad de las mismas, individualizando a los posibles autores haciendo señalamientos sobre personas que para ese momento no tuvieron ninguna participación en la acción criminal”. 
En cuarto lugar, respecto de la responsabilidad de los llamados en garantía, encontró demostrado que el doctor Milton Hernán Rodríguez Agudelo, quien fungió como encargado de la  Fiscalía 76 Delegada de Bogotá, dictó medida de aseguramiento contra el actor, en virtud del “reconocimiento que los afectados hicieron en la Estación de Policía de unas personas con unas características físicas y que a [su] juicio los sindicados eran los posibles autores, teniendo en cuenta su amistad y el mencionado reconocimiento realizado en forma esporádica”. 

Advirtió que, no obstante, en el proceso contencioso se acreditó que en diligencia de reconocimiento en fila de personas, los ofendidos no identificaron al demandante con las personas que ingresaron a su vivienda y sustrajeron sus bienes, por lo que, concluyó: “respecto del caso del doctor Milton Hernán Rodríguez Agudelo, su actuación en el proceso penal no estuvo acorde con las reglas de la sana crítica y del derecho sustancial (…), toda vez que en el momento en que los afectados por hurto no reconocieron al actor durante la diligencia de reconocimiento en fila, en su buena aplicación del principio de administración de justicia debió proceder a revocar la medida de aseguramiento en contra del señor Escobar Guacaneme”. 
De este modo, el a quo coligió que el llamado en garantía Milton Hernán Rodríguez Agudelo incurrió en culpa grave y, por tanto, que debía concurrir a la reparación invocada en la demanda. 

En relación con el doctor Elías Cárdenas Rolón aseveró que, en calidad de titular de la Fiscalía 76, negó en varias oportunidades las solicitudes deprecadas por el defensor del señor Escobar, para obtener su libertad, luego de conocer  los resultados de la diligencia de reconocimiento en fila de personas, “siendo ello una conducta considerada como culpa grave”. Además, refirió que, en el momento en que reasumió sus funciones, “pu[do] haber revocado la medida de aseguramiento en contra de los sindicados incluido el actor (…), por lo que el Fiscal Cárdenas Rolón tiene responsabilidad al haber prolongado la privación injusta de la libertad del señor Edgar Escobar Guacaneme”. 
En quinto lugar, rechazó el reconocimiento de la indemnización solicitada a título de lucro cesante, pues si bien el actor alegó la calidad de comerciante, no demostró encontrarse inscrito en el registro mercantil. En cuanto a los perjuicios por el daño moral causado, estimó razonable concluir que la señora Luz Amanda Alcántar y sus menores hijas, en calidad de compañera permanente e hijas de la víctima, sufrieron congoja y sufrimiento por la privación de la libertad del señor Escobar.
3.2 En auto proferido el 15 de abril de 2004, a petición de la parte actora, la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca corrigió el numeral tercero de la sentencia dictada el 11 de marzo del mismo año
, que omitió el pago de perjuicios morales a favor de la señora Luz Amanda Alcántar Reyes, así: 

Tercero: condénanse (sic) solidariamente a la Fiscalía General de la Nación [y] a los fiscales Milton Hernán Rodríguez Agudelo y Elías Cárdenas Rolón a pagar por concepto de perjuicios morales causados, los salarios mínimos legales mensuales vigentes, de acuerdo con la parte considerativa del presente fallo:

- Para el señor Edgar Escobar Guacaneme, 60 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

- Para la señora Luz Amanda Alcántar Reyes, 40 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

- Para la menor Kristell Daliana Escobar Alcántar, 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

- Para la menor Dennis Sthepanie (sic) Escobar Alcántar, 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes” –se destaca-.

4. Trámite de segunda instancia
4.1 El 8 de marzo de 2004, el llamado en garantía, doctor Milton Hernán Rodríguez Agudelo, presentó recurso de apelación contra la sentencia de la referencia
.

En el escrito de sustentación allegado el 14 de octubre siguiente
, adujo que la diligencia de reconocimiento en fila de personas se llevó a cabo únicamente con los menores que se encontraban el día de los hechos en el inmueble que fue objeto de hurto, por lo quedó en pie el expreso señalamiento efectuado por la señora Myriam Inés Vega de González, respecto de la participación del señor Escobar en la comisión del delito, así como los testimonios de los vecinos del lugar, quienes aseguraron haber visto el día de lo ocurrido el carro en el que normalmente se transportaba el sindicado. 

Precisó que, por lo anterior, después de la diligencia tantas veces señalada, seguía existiendo un indicio grave sobre la responsabilidad del aquí demandante, de modo que “si el suscrito hubiese accedido a revocar la medida de aseguramiento, tal como lo sostiene el a quo en la providencia apelada, claramente hubiese incurrido en un prevaricato por acción”. 

Llamó la atención sobre la presentación por parte del sindicado de dos habeas corpus y de una acción de tutela para recobrar su libertad, medios judiciales que fueron fallados desfavorablemente en primera y segunda instancia.
4.2 El 19 de marzo de 2004, el doctor Elías Cárdenas Rolón, llamado en garantía dentro del presente juicio, también presentó recurso de apelación contra la sentencia aludida anteriormente
.

Para el efecto, el 5 de mayo siguiente
, reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda y aseveró que el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca se equivocó al reprocharle que no hubiera revocado la medida de aseguramiento impuesta contra el señor Escobar, toda vez que el indicio grave sobre la responsabilidad del investigado “seguía vigente”. 

Al respecto, manifestó que el reconocimiento en fila de personas no era una prueba autónoma, en tanto formaba parte de la prueba testimonial, por manera que no podía revocar la medida de aseguramiento otorgando mérito únicamente al reconocimiento, sin valorar el testimonio que continuaba incriminando al demandante. 
Anotó que otros funcionarios judiciales negaron la libertad del señor Escobar y que el “llamamiento en garantía fue arbitrario por la accionada Fiscalía General de la Nación”. Sobre el particular, arguyó que se limitó a negar el recurso de reposición interpuesto contra la medida de aseguramiento y conceder el de apelación ante el superior, autoridad que posteriormente confirmó la decisión. 
De este modo, señaló:

“La pregunta surge fácilmente ¿Si el indicio carecía de fundamento, por qué el Fiscal Delegado del Honorable Tribunal Superior de Bogotá D.C. confirma las decisiones adoptadas por los Fiscales encargados y la negativa de la reposición del suscrito? ¿Por qué se deniegan los habeas corpus y las tutelas? No es que el indicio careciera de fundamento, el indicio existió y así lo reconoce la Fiscal que a la postre precluyó, cosa diferente es que no existiera pluralidad de indicios, es decir, requisitos diferentes para resolver situación jurídica que los exigidos para acusar, tema tratado con antelación y que nos llevaba a la conclusión de que el administrador judicial se ajustó a los postulados de la ley vigente, constituyendo causa ajena el que la misma prescribiera exigencia diferente para una u otra actuación”. 

4.3 El 24 de marzo de 2004, la Fiscalía General de la Nación acudió al proceso para presentar recurso de apelación contra la providencia dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca
.

En la sustentación del mismo
, expuso que la litis debía resolverse conforme a la teoría de la falla en el servicio, no así bajo el título de responsabilidad objetiva, pues el derecho fundamental a la libertad no reviste el carácter de absoluto, lo que significa que su limitación es viable, si para el efecto se satisfacen las exigencias previstas en la Constitución y la ley, tal y como ocurrió en el presente caso. 

En consecuencia, concluyó:

“… mi representada no tiene por qué indemnizar a una persona por haberla vinculado a una investigación penal y haberle decretado una medida de aseguramiento consistente en detención preventiva, teniendo en cuenta que en el momento en que se produjo la decisión restrictiva de la libertad de aquella, se encontraron elementos probatorios que determinaban que existía mérito para ello, ante las exigencias legales y constitucionales que encuadran la función de la Fiscalía General de la Nación, para esa instancia procesal; si posteriormente resultó que la investigación debía ser precluída a su favor, ello obedeció a que no se reunieron elementos probatorios que el legislador marcaba como exigencia para calificar el mérito de la investigación, por las razones que fácil se leen de las piezas procesales pertenecientes al sumario”.     
4.4 El 13 de enero de 2006, el llamado en garantía, doctor Elías Cárdenas Rolón, presentó alegatos de conclusión, para lo cual insistió en los argumentos esgrimidos a lo largo del proceso
. Lo propio hicieron la parte demandante
 y la Fiscalía General de la Nación el día 17 del mismo mes
.
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia 

La Sala es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía General de la Nación y los doctores Milton Hernán Rodríguez Agudelo y Elías Cárdenas Rolón, llamados en garantía, contra la sentencia proferida el 11 de marzo de 2004 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, en virtud de lo dispuesto en los artículos 68 y 73 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, que disponen que la segunda instancia en un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa por privación injusta de la libertad debe adelantarse ante esta Corporación.
Dado que se trata de una sentencia condenatoria apelada únicamente por los condenados, es claro que la competencia al momento de resolver se encuentra restringida por los aspectos que les sean desfavorables, alegados en los recursos incoados, sin que de conformidad con el principio de la no reformatio in pejus dispuesto en los artículos 31 de la Constitución Política
 y 357 del Código de Procedimiento Civil
, se pueda agravar en forma alguna su situación
. 
2. Cuestión previa: validez de los medios de prueba
2.1 La Sala valorará las pruebas que obran en el expediente y que satisfacen las exigencias legales previstas para el efecto. 
2.2 En consecuencia, examinará las piezas procesales aportadas al presente juicio, que hacen parte de la investigación penal n.° 360.373, adelantada por la Fiscalía General de la Nación
, en virtud de la denuncia presentada por la señora Myriam Inés Vega de González, por los delitos de hurto agravado y calificado, contra el señor Edgar Escobar Guacaneme y otras personas, comoquiera que se satisface lo dispuesto en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil
, en tanto su traslado fue solicitado por la parte demandante
, decretado por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca
 y remitido en copia auténtica por la Fiscalía General de la Nación
, entidad aquí demandada
.
2.4 Respecto de la declaración juramentada ante notario que obra en el expediente
, la Sala observa que, de acuerdo con la jurisprudencia, no puede ser valorada, en tanto se rindió con fines extraprocesales y no fue ratificada en el proceso contencioso. 

Al respecto, en sentencia de 23 de junio de 2010
, se indicó:

“En relación con estas declaraciones, aportadas por la parte actora y que fueron rendidas ante notario, observa la Sala que las mismas no pueden ser valoradas, puesto que el medio de prueba idóneo es el del testimonio, que debe ser rendido ante el juez de la causa con el cumplimiento de los requisitos y formalidades establecidos por la ley para esta prueba; además, en las mismas declaraciones consta que son con fines ‘extraprocesales’, tal y como las contempla el artículo 299 del C. de P. C., el cual establece:
‘Art. 299. Testimonios ante notarios y alcaldes. Los testimonios para fines no judiciales, se rendirán exclusivamente ante notarios o alcaldes. Igualmente los que tengan fines judiciales y no se pida la citación de la parte contraria; en este caso, el peticionario afirmará bajo juramento, que se considera prestado con la presentación del escrito, que sólo están destinados a servir de prueba sumaria en determinado asunto para el cual la ley autoriza esta clase de prueba, y sólo tendrán valor para dicho fin’.  

En caso contrario, acota la Sala, tales declaraciones, para ser apreciadas en el proceso contencioso administrativo, deberán ser ratificadas en el mismo”.
3. Ejercicio oportuno de la acción 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, la acción de reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años contados “a partir del día siguiente” del acaecimiento del hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos.

En el sub examine, la responsabilidad administrativa que se alega se fundamenta en la providencia dictada el 31 de julio de 1998 por la Fiscalía 267 Seccional de Bogotá, que precluyó la investigación adelantada contra el señor Edgar Escobar Guacaneme y otras personas, revocó la medida de aseguramiento impuesta y ordenó la devolución de la caución prendaria
. 

Al respecto, se conoce que el 13 de agosto siguiente, la parte civil impugnó la decisión anotada, por estimar que, para el efecto, la Fiscalía 267 Seccional de Bogotá omitió la valoración de algunas pruebas, particularmente de un testimonio que incriminaba a los sindicados
. 
En el proceso consta que el 9 de septiembre de la misma anualidad, la autoridad judicial aludida concedió en el efecto suspensivo el recurso incoado, y que lo remitió, para su conocimiento, a la Unidad Delegada para los Tribunales Superiores de Santa Fe de Bogotá
.

Entre folios 155 y 156 del cuaderno 3, reposa el auto dictado día 30 del mismo mes por la Unidad Delegada para los Tribunales Superiores de Santa Fe de Bogotá – Fiscalía 09, por el cual se devolvió la actuación a la Fiscalía 267 Seccional de Bogotá, a fin de que el a quo “dimensionar[a] el alcance de la impugnación en orden a la constatación del cumplimiento del deber que le asiste al impugnante en punto a la adecuada y debida sustentación de la alzada interpuesta”.
Finalmente, la Sala encuentra debidamente acreditado que el 23 de octubre de1998, la Fiscalía 267 Seccional de Bogotá declaró desierto el recurso de apelación interpuesto por la parte civil contra la preclusión de la investigación
 y que dicha providencia quedó notificada por estado del 13 de noviembre de 1998
.

Así, comoquiera que el recurso señalado fue declarado desierto, la Sala concluye que la demanda de la referencia fue impetrada dentro del término previsto por la ley, pues la ejecutoria de la providencia que dictó la preclusión de la investigación contra el aquí demandante tuvo lugar dentro de los dos años anteriores a su presentación. 

4. Problema jurídico

De acuerdo con los recursos de apelación interpuestos, la Sala deberá determinar si los demandantes sufrieron un daño antijurídico imputable a la Fiscalía General de la Nación y a los llamados en garantía, en virtud de la privación de la libertad del señor Edgar Escobar Guacaneme, como consecuencia de la medida de aseguramiento dictada en su contra por dicha entidad.  
5. Análisis del caso

5.1 El daño
5.1.1 Está demostrado que los señores Luz Amanda Alcántar Reyes y Edgar Escobar Guacaneme son padres de las menores Kristell Daliana y Dennis Stephanie Escobar Alcántar, en atención a las copias auténticas de los registros civiles de nacimiento aportadas al proceso
.
5.1.2 Así mismo, se encuentra acreditado, porque así lo manifestó la señora Flor Edilce Barreto Forero ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, en audiencia celebrada el 10 de febrero de 2003, que los señores Luz Amanda Alcántar Reyes y Edgar Escobar Guacaneme son compañeros permanentes
:

“Preguntado: sírvase manifestar si conoce al señor Edgar Escobar y qué relación tiene con él. Contestó: conozco a Edgar Escobar desde hace más de 20 años y a su núcleo familiar, tanto a su esposa como a su mamá e hijos (…). Preguntado: sírvase manifestar su conoce a la señora Luz Amanda Alcántar Reyes y cuál es la relación suya con esa persona y si sabe cuál es la relación de esta persona con el señor Edgar Escobar. Contestó: Amanda es la esposa de Edgar Escoba y la conozco también desde hace más de 20 años, de esa relación hay dos niñas”.  
5.1.3 Igualmente, se conoce que el 30 de enero de 1998, la Fiscalía General de la Nación – Unidad Primera de Patrimonio Económico – Fiscalía 76 Delegada de Bogotá resolvió la situación jurídica de los señores Rafael Mauricio Franco Reyes, Edgar Escobar Guacaneme y Josué Libardo Díaz Rodríguez, sindicados del punible de hurto, imponiéndoles medida de aseguramiento consistente en detención preventiva sin beneficio de libertad provisional
.

De acuerdo con la citada providencia, la señora Myriam Inés Vega de González denunció que el día 19 del mismo mes, cinco hombres fuertemente armados ingresaron a su vivienda ubicada en el barrio Ciudad Montés de la ciudad de Bogotá, con el objeto de sustraer sus pertenencias, razón por la que ella y sus tres hijos fueron encerrados en un baño, mientras los asaltantes sustrajeron bienes por la suma de $9.000.000, para luego transportarlos en un vehículo de color blanco marca Volkswagen. 

Según el citado documento, en la diligencia de ampliación de denuncia, la señora Vega de González “coincidencialmente (sic) observó un vehículo Volkswagen blanco, que era trasladado por la autoridad a la Estación de Policía del Barrio Galán de esta capital, resultando ser uno de los ocupantes del automóvil uno de los sujetos que días atrás la había asaltado en su residencia, inmediatamente llamó a su casa y Luisa Fernanda, su hija, reconoció a otro de los hombres que tenían retenido, como autor del mismo hecho; al mismo lugar llegaron tres hombres averiguando la suerte de los ocupantes del Volkswagen y su hijo Carlos Andrés González, reconoció a uno de ellos también como autor de los hechos”. 
Por lo anterior, la Fiscalía 76 Delegada concluyó que contra los señores Rafael Mauricio Franco Reyes, Edgar Escobar Guacaneme y Josué Libardo Díaz Rodríguez obraba un indicio grave de responsabilidad, consistente en el señalamiento expreso efectuado por la denunciante y sus tres hijos, respecto de su participación en el hurto del que fueron víctimas y su relación con el vehículo de color blanco de marca Volkswagen, empleado para la consumación del delito.
5.1.4 De la misma forma, está acreditado que el señor Escobar Guacaneme permaneció privado de su libertad en la Cárcel Nacional Modelo entre el 2 de febrero y el 4 de mayo de 1998 y en su residencia entre el último día y mes señalados y el 31 de julio del mismo año, fecha en que la Fiscalía 267 Seccional de Bogotá precluyó la investigación adelantada en su contra, pues de ello se dejó constancia en el oficio remitido al a quo el 27 de agosto de 2001 por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC
. 
5.1.5 Comoquiera que se encuentra probado el daño objeto de reproche, pasa la Sala a determinar si el mismo es imputable a la Fiscalía General de la Nación y a los llamados en garantía y, por tanto, a resolver si es menester confirmar la sentencia de primera instancia que así lo declaró.

5.2 La imputación
5.2.1 Responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad

De conformidad con el artículo 90 de la Carta, “[e]l Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”. Al respecto, esta Corporación ha sostenido que aunque el ordenamiento jurídico no prevé una disposición que contenga una definición de daño antijurídico, éste se refiere “la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar, que no está justificado por la ley o el derecho”
.
Ahora bien, de acuerdo con el artículo 68 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia
, “[q]uien haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado reparación de perjuicios”. 

Así mismo, en concordancia con el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991 -aplicable al presente caso en razón de la fecha en que se precluyó la investigación adelantada contra el señor Escobar Guacaneme y otras personas-
, la indemnización de perjuicios por privación injusta de la libertad a favor de la persona que haya sido exonerada por sentencia absolutoria definitiva o su equivalente, tendrá lugar cuando (i) el hecho no existió, (ii) el sindicado no lo cometió o (ii) la conducta no constituía hecho punible
. 

Al respecto, la jurisprudencia ha destacado que la decisión judicial de privar injustamente a una persona de su libertad comporta no sólo la violación de importantísimas garantías constitucionales de primer orden en el Estado Social de Derecho, sino que, además, genera un profundo dolor a quien, sin estar obligado a ello, debe soportar la arbitrariedad de la administración de justicia. 

Así se precisó en sentencia de 24 de mayo de 2012
:

“De manera reiterada, la Corte Constitucional y esta Corporación han reconocido que después de la vida, la libertad constituye el más importante de los derechos fundamentales de las personas
. La Sala con apoyo en la doctrina ha destacado el elevadísimo valor que tiene para el ser humano gozar de su libertad. Ha expresado que ‘[d]espués de la vida, el derecho a la libertad constituye fundamento y presupuesto indispensable para que sea posible el ejercicio de los demás derechos y garantías de los que es titular el individuo…La garantía de la libertad es, a no dudarlo, el principal rasgo distintivo entre las formas de Estado absolutistas, totalitarias y el Estado de Derecho’
. 
Además, la Sala se ha referido a las manifestaciones positiva y negativa del derecho a la libertad, que se concretan en permitir que toda persona pueda ser y hacer todo aquello que no afecte la esfera de los derechos de los demás, y a proscribir toda forma de coacción mediante la cual se pretenda obligar a las personas a hacer lo que no desean o a privarlas de realizar todo aquello que desean y que no interfiera en los derechos ajenos
. Y se ha concluido que ‘cualquiera que sea la escala de valores que individualmente se defienda, la libertad personal ocupa un lugar de primer orden en una sociedad que se precia de ser justa y democrática’
. 
Por eso, la pérdida de la libertad genera a quien la sufre, un gran dolor moral, más aún cuando la retención se lleva a cabo en un centro de reclusión, porque en esas condiciones, el retenido pierde el contacto permanente con sus seres más queridos, el entorno en el que se ha desenvuelto su vida, la posibilidad de desarrollar sus proyectos, y se ve forzado a adaptarse a unas condiciones materiales que luego pueden afectar gravemente la reinserción a su medio social
”. 

De igual forma y en relación con la responsabilidad del Estado en los casos de privación injusta de la libertad, la Sala de la Sección Tercera ha precisado que “quien hubiera sido sometido a medida de aseguramiento de detención preventiva, pero finalmente hubiera sido exonerado de responsabilidad mediante sentencia absolutoria definitiva o su equivalente
, con fundamento en que el hecho no existió, el sindicado no lo cometió o la conducta no era constitutiva de hecho punible, tiene derecho a la indemnización de los perjuicios que dicha medida le hubiera causado, sin necesidad de acreditar que la misma fue ilegal, errada, o arbitraria, dado que en dicha norma el legislador calificó a priori la detención preventiva como injusta”
  –se destaca-. 
Con base en las anteriores consideraciones, la Sala procede a resolver el problema jurídico planteado.

5.2.2 Por las razones que pasan a explicarse, se ha de concluir que los demandantes sufrieron un daño antijurídico imputable a la Fiscalía General de la Nación, en virtud de la privación injusta de la libertad del señor Edgar Escobar Guacaneme entre el 2 de febrero y el 31 de julio de 1998, como consecuencia de la medida de aseguramiento dictada en su contra el 30 de enero del mismo año por dicha entidad.  
En efecto, está probado que el 31 de julio de 1998, la Fiscalía General de la Nación – Fiscalía 267 de Bogotá precluyó la investigación adelantada contra el mencionado demandante y otras personas, por los punibles de “hurto calificado y agravado en concurso con porte ilegal de armas”, revocó la medida de aseguramiento y ordenó la devolución de la caución prendaria, por considerar que si bien se demostró la ocurrencia del ilícito, no se acreditó la responsabilidad de los sindicados, entre ellos del señor Escobar, de suerte que no se cumplían las exigencias previstas en el artículo 441 del Decreto 2700 de 1991 a cuyo tenor: “[e]l fiscal dictará resolución de acusación, cuando esté demostrada la ocurrencia del hecho y exista confesión, testimonio que ofrezca serios motivos de credibilidad, indicios graves, documento, peritación o cualquier otro medio probatorio que comprometa la responsabilidad del imputado” –destacó la Fiscalía-
.

Sin más disquisiciones sobre el particular, respecto del señor Edgar Escobar Guacaneme, en la citada providencia se indicó: 
“En torno a la condición de Edgar Escobar Guacaneme, la investigación, pese al señalamiento que dio pie a agravarlo con medida de detención preventiva, tampoco logró progresos respecto a la consolidación de la sindicación. En efecto, se tiene que fue señalado por la señora Myriam Vda. De González en la estación policial y a partir de allí en absoluto se llegaron medios probatorios que respaldaran aquellas afirmaciones; y es que el detrimento de la credibilidad de la señora Viuda de González, con las explicaciones de Franco Reyes y Díaz Rodríguez es ostensible. Ha comentado el encartado el despliegue de sus actividades el día de autos, destacando el encuentro con el penúltimo mentado. Ello frente a las manifestaciones de la denunciante están (sic) resultando de igual significación, sin posibilidad de desconocer alguna de ellas. Sin embargo, aquí debemos acudir a la fuerza que desde el punto del carácter vinculante tiene la acusación. Hemos notado ya el importante vuelco tomado por el acervo hasta el momento a raíz de las declaraciones de Díaz Rodríguez. Pues bien, si se estima débil la acusación para unos encartados, no puede tener fortaleza para quien ha recaído a penas un indicio grave de responsabilidad, sin que hubiera sido enriquecido en modo tal que amerite una acusación formal. En absoluto, puede considerarse reunidas algunas de las exigencias de la norma procesal entendidas éstas como la presencia de indicios graves” -se destaca-.
Así las cosas, para la Sala es claro que la preclusión de la investigación adelantada contra el señor Edgar Escobar Guacaneme y otras personas se sustentó en que quedó demostrada su inocencia respecto de los hechos acaecidos el 19 de enero de 1998 en la vivienda de la señora Myriam Inés Vega de González.

En consecuencia, la Sala confirmará la sentencia aprobada el 11 de marzo de 2004 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, que declaró la responsabilidad de la Fiscalía General de la Nación, en atención a que, en aplicación del artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, la privación de la libertad del señor Escobar Guacaneme fue injusta, toda vez que, de acuerdo con la investigación penal adelantada para el efecto, no cometió el delito que se le endilgó.  
5.3 Responsabilidad de los llamados en garantía
5.3.1 De acuerdo con el inciso 2 del artículo 90 de la Constitución Política, “en el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños [antijurídicos], que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. En este sentido, el artículo 2341 del Código Civil dispone que “[e]l que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”.
De igual forma, el artículo 63 del mismo estatuto establece: 
“La ley distingue tres especies de culpa o descuido.

Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo.
Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano.

El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa.
Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado.

El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro” –se destaca-
Sobre el particular, es preciso señalar que si bien mediante la Ley 678 de 2001 se reguló lo concerniente a la responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado, a través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición, la jurisprudencia ha sido clara en afirmar que cuando los hechos objeto de reproche son anteriores a la expedición de citada ley (3 de agosto), como ocurre en el presente caso (31 de julio de 1998), las normas aplicables para dilucidar si el agente actuó con dolo o culpa grave “serán las vigentes al tiempo de la comisión de la conducta”
, es decir, las del Código Civil trascritas en precedencia. 

En este punto, se ha de tener en cuenta, además, que en relación con la responsabilidad del empleado y funcionario judicial, el artículo 71 de la ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia
, dispone:
“…se presume que constituye culpa grave o dolo cualesquiera de las siguientes conductas:

1. La violación de normas de derecho sustancial o procesal, determinada por error inexcusable.

2. El pronunciamiento de una decisión cualquiera, restrictiva de la libertad física de las personas, por fuera de los casos expresamente previstos en la ley o sin la debida motivación.

3. La negativa arbitraria o el incumplimiento injustificado de los términos previstos por la ley procesal para el ejercicio de la función de administrar justicia o la realización de actos propios de su oficio, salvo que hubiere podido evitarse el perjuicio con el empleo de recurso que la parte dejó de interponer” –se destaca-.

Adicionalmente, ha dicho la Sala que, para establecer si corresponde condenar al llamado en garantía a reintegrar a la entidad la indemnización reconocida, se deberá tener en cuenta que, en virtud de los artículos 6 y 8 de la Constitución, los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones y que se presume que éstos, en sus actuaciones, se ciñen a los postulados de la buena fe
.
De igual manera, la jurisprudencia ha precisado que la conducta del agente habrá de ser analizada a la luz de las funciones de su cargo, a fin de determinar si el incumplimiento de las mismas es realmente grave y si fue consciente y voluntario
 y tuvo la intención de producir un hecho dañoso -actuación dolosa- o si habiendo podido prever los efectos nocivos de su conducta, confió imprudentemente en poder evitarlos -conducta gravemente culposa-
.
Finalmente, es necesario advertir que “[n]o cualquier equivocación, no cualquier error de juicio, no cualquier actuación que desconozca el ordenamiento jurídico, permite deducir su responsabilidad y resulta necesario comprobar la gravedad de la falla en su conducta”
.
Con fundamento en las consideraciones precedentes, la Sala procede a determinar la responsabilidad de los llamados en garantía al presente juicio.

5.3.2 Responsabilidad del doctor Elías Cárdenas Rolón
5.3.2.1 A juicio del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, el doctor Elías Cárdenas Rolón es responsable del daño causado al señor Escobar Guacaneme, pues, en calidad de titular de la Fiscalía 76 Delegada de Bogotá, negó en varias oportunidades las solicitudes deprecadas por el defensor del señor Escobar, para obtener su libertad, luego de conocer los resultados de la diligencia de reconocimiento en fila de personas, “siendo ello una conducta considerada como culpa grave”. 

Adicionalmente, refirió que, en el momento en que reasumió sus funciones, “pu[do] haber revocado la medida de aseguramiento en contra de los sindicados incluido el actor (…), por lo que el Fiscal Cárdenas Rolón tiene responsabilidad al haber prolongado la privación injusta de la libertad del señor Edgar Escobar Guacaneme”. 
5.3.2.2 No obstante lo anterior, de la lectura de la demanda incoada se concluye sin mayor esfuerzo que el daño cuya reparación se demanda corresponde, esencialmente, al causado como consecuencia de la medida de aseguramiento consistente en detención preventiva dictada el 30 de enero de 1998 contra el señor Edgar Escobar Guacaneme, y no al proveniente de las decisiones interlocutorias posteriores por medio de las cuales se negó la libertad de la víctima. 

En este sentido, para la Sala es claro que el daño se concretó en la medida de aseguramiento, es decir, en la providencia adoptada el 30 de enero de 1998, pues mediante ésta se privó al señor Escobar de su libertad, y que la preclusión de la investigación es la fuente de la indemnización que se ha de confirmar en el presente caso, en tanto da cuenta de la antijuricidad del daño. 

De este modo, en concordancia con las pruebas aportadas al proceso
, se observa que la medida aludida fue proferida por el doctor Milton Hernán Rodríguez Agudelo, en calidad de encargado de la Fiscalía 76 Delegada de Bogotá, y que el doctor Cárdenas Rolón, titular del mismo despacho, no participó en la aprobación de dicha providencia, o lo que es lo mismo, en la producción del daño cuya reparación se solicitó.
5.3.2.3 Por lo anterior, la Sala revocará la sentencia aprobada el 11 de marzo de 2004 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, que declaró la responsabilidad del doctor Elías Cárdenas Rolón por el daño causado a los demandantes.
5.3.3 Responsabilidad del doctor Milton Hernán Rodríguez Agudelo
5.3.3.1 Como ya se indicó, de conformidad con la providencia dictada el 31 de enero de 1998, que impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva al señor Edgar Escobar Guacaneme
, la señora Myriam Inés Vega de González denunció que el día 19 del mismo mes, cinco hombres fuertemente armados ingresaron a su vivienda ubicada en el barrio Ciudad Montés de la ciudad de Bogotá, con el objeto de sustraer sus pertenencias, razón por la que ella y sus tres hijos fueron encerrados en un baño, mientras los asaltantes sustrajeron bienes por la suma de $9.000.000, en un vehículo de color blanco de marca Volkswagen. 

En concordancia con el citado documento interlocutorio, suscrito por el  doctor Rodríguez Agudelo, encargado para ese momento de la Fiscalía 76 Delegada de Bogotá, en la diligencia de ampliación de denuncia, la señora Vega de González y sus hijos expresamente acusaron a los señores Rafael Mauricio Franco Reyes, Edgar Escobar Guacaneme y Josué Libardo Díaz Rodríguez, como autores del ilícito, así: 

“Myriam Inés Vega de González observó la retención del vehículo que correspondía a las características de aquel en que se había perpetrado el apoderamiento de bienes de su residencia, por esa razón se presentó en la estación reconociendo y señalando a Rafael Mauricio Blanco Reyes, Edgar Escobar Guacaneme y Josué Libardo Díaz Rodríguez, como parte de la banda que en el tarde del 19 de enero de los corrientes asaltó su residencia bajo las circunstancias ya transcritas” -se destaca-. 
En consecuencia, el doctor Milton Hernán Rodríguez Agudelo, obrando como Fiscal Encargado 67 de Bogotá, concluyó: 

“… en contra de los sindicados Rafael Mauricio Franco Reyes, Josué Libardo Díaz Rodríguez y Edgar Escobar Guacaneme obra el indicio grave del señalamiento que hacen Myriam Inés Vega de González y Carlos Andrés González Vega, bajo manifestación juramentada, en donde categóricamente cada uno de ellos manifiesta que los tres sindicados hacen parte del grupo que ejecutaron la acción típica, es así como la denunciante señala haberle causado curiosidad un vehículo Volkswagen que escoltaba la policía en la Estación del barrio Galán de color blanco de las mismas características del que usaron los asaltantes para sacar los bienes de su residencia, por esa razón detuvo su atención en las personas que bajaban esposadas reconociendo inmediatamente a uno de los aquí sindicados como parte de la banda. No dudamos del señalamiento que hace la ofendida ni su hijo porque precisamente fueron ellos las víctimas y tuvieron la oportunidad de mirar los rostros de quienes les apuntaban con las armas y los encerraban en el baño.  
Prueba indiciaria que a nuestro parecer [es] muy grave, que compromete seriamente la responsabilidad de los sindicados como presuntos autores del apoderamiento de los bienes. No podemos en este momento dar credibilidad a las manifestaciones de inocencia y ajenidad que cada uno de los sindicados expresan en sus respectivas injuradas (sic) al manifestar que no se encontraban en el lugar de los hechos, pero además del señalamiento que les hacen los ofendidos, no pasamos por alto que en poder de los mismos estaba el carro blanco al que tanto nos hemos referido y que ellos se conocen recíprocamente” –se destaca-.  
5.3.3.2 Ahora bien, para resolver si el doctor Rodríguez Agudelo es responsable del daño alegado en la demanda, se ha de tener en cuenta que de acuerdo con el artículo 388 del Decreto 2700 de 1991 –aplicable al presente caso en razón de la fecha en que tuvo lugar la imposición de la medida cuestionada-, las medidas de aseguramiento se aplicaban cuando contra del sindicado “resulta[ba] por lo menos un indicio grave de responsabilidad con base en las pruebas legalmente producidas en el proceso”. Por su parte, el artículo 389 ejusdem disponía:

“REQUISITOS FORMALES. Las medidas de aseguramiento se adoptarán mediante providencia interlocutoria en que se exprese:

1o) Los hechos que se investigan, su calificación jurídica y la pena correspondiente.

2o) Los elementos probatorios sobre la existencia del hecho y de la probable responsabilidad del sindicado, como autor o partícipe.

3o) Las razones por las cuales no se comparten los alegatos de los sujetos procesales”.

Así mismo se ha de recordar que en consonancia con el artículo 71 de la Ley 270 de 1996, ya citado, en el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial por un daño antijurídico que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un funcionario o empleado judicial, aquél deberá repetir contra éste, para lo cual se presumirá que constituye culpa grave o dolo, entre otras conductas, (i) “La violación de normas de derecho sustancial o procesal” y (ii) “[e]l pronunciamiento de una decisión cualquiera, restrictiva de la libertad física de las personas, por fuera de los casos expresamente previstos en la ley o sin la debida motivación”.
5.3.3.3 Por las razones que pasan a explicarse, la Sala considera que el daño causado a los demandantes no es imputable al doctor Rodríguez Agudelo.

5.3.3.3.1 En efecto, en primer lugar, la Sala estima que para dictar la medida de aseguramiento cuestionada, el doctor Rodríguez ajustó su actuación a las normas sustanciales y procesales que regulaban la materia, toda  vez que, de acuerdo con  las pruebas legalmente producidas en el proceso penal, contra el señor Escobar existía “un indicio grave de responsabilidad”, consistente en la declaración rendida por las víctimas del delito, quienes expresamente y bajo gravedad de juramento aseguraron que el mencionado demandante participó en la comisión del punible. 

Además, según lo aceptó el propio demandante en el libelo y lo pudo establecer el Fiscal del caso, casualmente el señor Escobar era amigo de las personas previamente denunciadas por la señora Vega, por lo que acudió a la estación de policía para verificar su situación. Según lo precisó la denunciante, los amigos del señor Escobar conducían un carro de color blanco de marca Volkswagen, es decir, un vehículo similar al utilizado por los sujetos que ingresaron a su vivienda para hurtar sus pertenencias:

“… la señora Vega de González (…) hace un señalamiento expreso de los aquí encartados, momentos en los cuales coincidencialmente (sic) observó un vehículo Volkswagen blanco, que era trasladado por la autoridad a la Estación de Policía del Barrio Galán de esta capital, resultando ser uno de los ocupantes del automóvil uno de los sujetos que días atrás la había asaltado en su residencia, inmediatamente llamó a su casa y Luisa Fernanda, su hija, reconoció a otro de los hombres que tenían retenido, como autor del mismo hecho; al mismo lugar llegaron tres hombres averiguando la suerte de los ocupantes del Volkswagen y su hijo Carlos Andrés González, reconoció a uno de ellos también como autor de los hechos” –se destaca-. 
En este sentido, la Sala estima que la decisión adoptada por el doctor Rodríguez Agudelo se ajustó a las previsiones legales aplicables, esto es, al artículo 388 del Decreto 2700 de 1991, en virtud del cual, como ya se explicó, las medidas de aseguramiento se aplicaban cuando contra el sindicado “resulta[ba] por lo menos un indicio grave de responsabilidad”, con base en las pruebas legalmente producidas en el proceso, lo que para el caso fue la declaración rendida por las víctimas bajo la gravedad de juramento, respecto de la participación del señor Escobar Guacaneme en la comisión del delito, así como su amistad con los demás implicados.
5.3.3.3.2 En segundo lugar, porque se observa que la decisión cuestionada fue respetuosa de las disposiciones procesales contempladas en el artículo 389 del Decreto 2700 de 1991, pues en ella se expresaron los hechos objeto de investigación, su calificación jurídica y la pena correspondiente, como sigue:

“… bienes que sacaron de su residencia en un vehículo Volkswagen blanco que previamente habían metido al garaje de la residencia; hechos que se adecúan al comportamiento descrito y sancionado en nuestro Código Penal, Libro Segundo, Título XIV, capítulo I, artículos 349, 350, numerales 1 y 3, 351, numeral 10, y artículo 372, numeral 1, denominado genéricamente hurto calificado y agravado, sancionado con pena privativa de la libertad de 2 a 8 años”.
Así mismo, como ya se precisó, en el interlocutorio de preclusión se indicaron los elementos probatorios sobre la existencia del hecho y de la probable responsabilidad del señor Escobar Guacaneme, como partícipe, pruebas que se confrontaron con las declaraciones de los sindicados. 
5.3.3.4 Establecido lo anterior, la Sala modificará la sentencia aprobada el 11 de marzo de 2004 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, que declaró la responsabilidad del doctor Milton Hernán Rodríguez Agudelo, habida cuenta de que quedó probado que no actuó con dolo o culpa grave en la imposición de la medida de aseguramiento tantas veces mencionada. 
6. Indemnización de perjuicios

6.1 Como ya se indicó, dado que se trata de una sentencia condenatoria apelada únicamente por la Fiscalía General de la Nación y los llamados en garantía, es claro que de conformidad con el principio de la no reformatio in pejus dispuesto en los artículos 31 de la Constitución Política y 357 del Código de Procedimiento Civil, no se puede agravar en forma alguna su situación. 
6.2 Por lo anterior, la Sala procederá confirmar la sentencia de primera instancia en lo tocante a la indemnización otorgada a título de perjuicios morales. 

7. Costas

Toda vez que no se evidencia temeridad, ni mala fe de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas de conformidad con lo reglado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

III. R E S U E L V E

PRIMERO.- MODIFICAR la sentencia proferida el 11 de marzo de 2004 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, así:

“PRIMERO.- DECLARAR no probadas las excepciones propuestas por la parte demandada.
SEGUNDO.- DECLARAR la responsabilidad patrimonial de la Fiscalía General de la Nación por los perjuicios causados a los señores Luz Amanda Alcántar Reyes y Edgar Escobar Guacaneme, y a las menores Kristell Daliana y Stephanie Dennis Escobar Alcántar, por la privación injusta de la libertad del señor Edgar Escobar Guacaneme entre el 2 de febrero y el 31 de julio de 1998.

TERCERO.- CONDENAR a la Fiscalía General de la Nación a pagar por concepto de perjuicios morales, las siguientes sumas:

- A favor del señor Edgar Escobar Guacaneme, en calidad de víctima, sesenta (60) salarios mínimos legales mensuales vigentes en el momento de ejecutoria del presente fallo.

- A favor de la señora Luz Amanda Alcántar Reyes, en calidad de compañera permanente de la víctima, cuarenta (40) salarios mínimos legales mensuales vigentes en el momento de ejecutoria del presente fallo.

- A favor de las menores Kristell Daliana y Dennis Stephanie Escobar Alcántar, en calidad de hijas de la víctima, veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes en el momento de ejecutoria del presente fallo, para cada una. 
CUARTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda”.
SEGUNDO.- DESE cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A. y 115 del C.P.C. Expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.
TERCERO.- RECONOCER personería jurídica al abogado Juan Heredia Fernández, titular de la tarjeta profesional n.° 136.546 del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar como apoderado de la parte demandante, de conformidad con la sustitución de poder que obra en el folio 380 del cuaderno principal. 

En firme esta providencia, REMITASE la actuación al Tribunal de origen.

	COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

	HERNAN ANDRADE RINCON

Magistrado

MAURICIO FAJARDO GOMEZ

Magistrado

CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
Magistrado
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